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Corresponde a la Sala desatar el recurso de apelación interpuesto por el apoderado de la interna LYNA MARYURI FRANCO TAMAYO, contra el auto proferido por el señor Juez Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira el día doce (12) de abril de dos mil seis (2006), por medio del cual se negó la aplicación por favorabilidad de la rebaja de pena contemplada en el artículo 351 de la Ley 906 de 2004.
1.- PROVIDENCIA 

El señor Juez que vigila el cumplimiento de la pena que purga la señora FRANCO TAMAYO, conceptuó que era requisito indispensable para la aplicación del descuento punitivo consagrado en la norma citada, que la sentenciada se hubiera acogido a sentencia anticipada en alguna de las etapas procesales. Como se hacía evidente que la interna no solicitó la terminación anticipada del proceso, era improcedente la solicitud elevada y por consiguiente la negó.

Por demás, las disposiciones de la Ley 599 de 2000 que consagraban el homicidio -sic- para el momento de comisión de los hechos, eran más benéficas por cuanto no tenían incorporada la modificación efectuada por el artículo 14 de la Ley 890 de 2004 que había aumentado las penas. En ese entendido, después del fallo de primera instancia no se había proferido ley alguna que hubiera modificado benévolamente la sanción y, por consiguiente, no se podía aplicar el principio de favorabilidad.

Con posterioridad, ante solicitud que en ese sentido se hiciera por parte de la reclusa, el Juzgado de primera instancia aclaró que el delito por el cual fue sentenciada la señora LINA MARYURI era el de Tráfico, fabricación o porte de estupefacientes

2.- RECURSO 

El abogado que representa los intereses de la sentenciada, manifestó inicialmente interponer el recurso de reposición y en subsidio el de apelación. No obstante, dentro del término pertinente, decidió desistir del recurso horizontal pero sustentó el vertical. 
Los planteamientos de su disenso se refieren a que si bien es cierto su defendida no se acogió a la sentencia anticipada, no es menos que en la indagatoria ella manifestó su deseo de acogerse al fallo antelado, lo que no se pudo concretar por cuanto no fue posible ubicarla para realizar la diligencia de formulación de cargos. Empero, agrega que la confesión debe ser tomada como colaboración con la justicia, en vista de haberse renunciado al derecho de defensa, tesis en cuyo sustento cita providencia de la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia. En ese entendido, con esa actitud procesal se tenía allanado el camino para proferirse una sentencia de carácter condenatorio.

De otro lado, cuestiona si la intención del señor Juez de primera instancia era aumentar la pena para luego proceder a efectuar la redención, hipótesis que dice no es compatible con el principio de favorabilidad. Finalmente, se refiere al error presentado en la providencia en cuanto se mencionó que se trataba de un homicidio, delito que nada tiene que ver con la situación de la señora LYNA MARYURI.

Solicita la revocatoria del auto impugnado, para que en su lugar se le conceda a su patrocinada la rebaja del 50% de la pena impuesta.

3.- Para resolver, SE CONSIDERA 

Se tiene competencia funcional para desatar la apelación hecha por el interno, contra la decisión adoptada por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira.

Del estudio del proceso adelantado, se advierte que tal como lo menciona en su providencia el señor Juez de primer grado, es un hecho cierto que la señora FRANCO TAMAYO no se acogió a sentencia anticipada, en consecuencia, no hay lugar a otorgarle ninguna disminución por tal concepto, ya sea en aplicación de las normas de la Ley 600 de 2000, vigentes al momento de comisión de los hechos o las de la Ley 906 de 2004 a las cuales hace alusión el recurrente.
En este evento, es necesario recabar que la confesión per se, no podía ser asimilada con la aceptación de los cargos con fines de sentencia anticipada, en el entendido que para que se presentara un fallo de tal naturaleza, era requisito imprescindible que se hubiera realizado una manifestación de acogimiento en ese sentido por parte de la procesada, dentro de un acto celebrado con todas las formalidades exigidas, entre otros, que se verificara que la procesada comprendiera la naturaleza de la aceptación de los cargos, la forma específica en que ellos le eran formulados, y las consecuencias de tal aceptación; todo ello, obviamente, con la debida asesoría y comparecencia de abogado defensor.
En suma, deberá mencionarse que tal figura se desprende no sólo de la voluntad de los procesados de aceptar la responsabilidad por la comisión de un delito, sino también la renuncia a la posibilidad de agotar el proceso penal donde se puedan presentar pruebas o controvertir las existentes. Al final de lo cual, el Juez profiere la sentencia de mérito y en contraprestación por esa renuncia al debate probatorio y a la presunción de inocencia, se hacen acreedores a un disminución de la pena, que en la Ley 600 de 2000 era equivalente a una tercera parte (1/3) de la sanción; en tanto ahora, en consonancia con las normas pertinentes de la Ley 906 de 2004, puede ser de “hasta la mitad” (1/2) de la pena a imponer.

En el caso de la señora LINA MARYURI, nunca hubo aceptación de cargos con fines de sometimiento al fallo antelado y, por ello, el proceso debió agotar todas las etapas hasta que el Juzgado Sexto Penal del Circuito de la ciudad de Manizales en providencia del diecisiete (17) de febrero de dos mil cinco (2005), la condenó a cuarenta y ocho (48) meses de prisión. En tal proveído, fue claro el fallador en negar rebaja alguna por sentencia anticipada, por cuanto la procesada nunca compareció al proceso, dado que no pudo ser ubicada en la dirección suministrada cuando se le suspendió la detención preventiva.
En esas condiciones, se impone convalidar el auto interlocutorio apelado.

4.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial  de Pereira, Sala de Decisión Penal, CONFIRMA la providencia proferida por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, que fuera objeto del recurso de apelación.
COMUNÍQUESE  Y CÚMPLASE

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

     ALBERTO POVEDA PERDOMO
Magistrado





     Magistrado
IVANOV ARTEAGA GUZMÁN


      CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ
Magistrado





      Secretaria 
Página 1 de 4

